	


MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

EXP. Nº 2004-0724

 

Mediante Oficio Nº T6SME-2004-674 de fecha 21 de junio de 2004, el Juzgado Sexto de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Circuito Judicial Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, remitió a esta Sala el expediente contentivo de la solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de los salarios caídos, presentada por el ciudadano CRISTÓBAL ENRIQUE ESPINOSA ROMÁN, titular de la cédula de identidad Nº 1.666.282, asistido por el abogado Heberto Brito Echeto, inscrito en el Inpreabogado bajo el Nº 6.580, contra la sociedad mercantil C.A. EMPRESA REGIONAL SISTEMA HIDRÁULICO PLANICIE DE MARACAIBO (PLANIMARA), no identificada en autos.

 Dicha remisión se efectuó a los fines de la consulta prevista en los artículos 59 y 62 del Código de Procedimiento Civil, en virtud de que el referido juzgado declaró la falta de jurisdicción respecto a la Administración Pública. 

En fecha 20 de julio de 2004 se dio cuenta en Sala y por auto de la misma fecha, se designó ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa, a los fines de decidir la consulta. 

 

I

ANTECEDENTES
Mediante escrito de fecha 16 de junio de 2004, presentado por ante la Unidad de Recepción y Distribución del Circuito Judicial Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, el ciudadano Cristóbal Enrique Espinosa Román, supra identificado, asistido por el abogado Heberto Brito Echeto, interpuso solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de los salarios caídos, contra la sociedad mercantil C.A. Empresa Regional Sistema Hidráulico Planicie de Maracaibo (PLANIMARA), por cuanto, según alega, su despido se produjo injustificadamente.

El conocimiento de la causa le correspondió por distribución al Tribunal Sexto de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Circuito Judicial Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, el cual por decisión del 17 de junio de 2004,  declaró su falta de jurisdicción para conocer del caso de autos, indicando a tal efecto lo siguiente:

“Este Juzgado, encontrándose dentro del lapso para pronunciarse sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la demanda, de conformidad con  el artículo 124 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, observa del análisis realizado a las pretensiones insertas por el trabajador demandante en su libelo, que señala como fecha de ingreso el día 11 de noviembre de 1992, como fecha de culminación de la relación laboral el día 11 de junio de 2004 y como último salario devengado la cantidad de Bs. 430.095,90 mensuales, ante este pedimento ha de observarse que es un hecho público y notorio la prórroga de la inamovilidad laboral existente, y que rige tanto para el sector público como privado, según Decreto Nº 2.271 de fecha once (11) de enero de 2003, publicado en Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 37.608 de fecha trece (13) del mismo mes y año, Decreto Nº 2.806.

 El Tribunal ante la situación planteada, observa cuidadosamente el Decreto Nº 2.271 de fecha 11 de julio de 2003 (publicado en la Gaceta Oficial bajo el Nº 37.608) en concordancia con el Decreto Nº 2.806 de fecha 13 de enero de 2004 (publicado en Gaceta Oficial bajo el Nº 37.853 (sic)), mediante el cual se prorroga la Inamovilidad Laboral hasta el 30 de septiembre del presente año, en el cual se expresa en sus artículos 1, 2 y 4 lo siguiente mencionado en sus artículos 1 y 3, que expresan:

Artículo 1.`Se prorroga desde el dieciséis (16) de Enero del año dos mil cuatro (2.004) hasta el 30 de septiembre de 2.004, ambas fechas inclusive, la inamovilidad laboral especial dictada a favor de los trabajadores y trabajadoras del sector privado y  público regidos por la Ley Orgánica del Trabajo, contenida en el Decreto Nº 2.509, de fecha 11 de Julio de 2.003 y publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº  37.731, de fecha 13 del mismo mes y año´.

Artículo 2: Los Trabajadores amparados por la prórroga de la inamovilidad laboral especial no podrán ser despedidos, desmejorados, ni trasladados, sin justa causa, calificada previamente por el Inspector del trabajo de la jurisdicción, de conformidad con el artículo 453 de la Ley Orgánica del Trabajo. El incumplimiento de esta norma dará derecho al trabajador de solicitar el reenganche y pago de salarios correspondientes. Ello no excluye la posibilidad de convenios o acuerdos entre patronos por una parte y trabajadores, por la otra parte, para lograr la reducción de personal, mediante el procedimiento de negociación colectiva voluntaria establecido legalmente para tal fin.   

Artículo 4. `Quedan exceptuados de la prórroga de la inamovilidad  especial prevista en este Decreto, los trabajadores que ejerzan cargos de dirección, quienes tengan menos de tres meses al servicio de un patrono, quienes desempeñen cargos de confianza, quienes devenguen un salario básico mensual superior a seiscientos treinta y tres mil seiscientos bolívares (Bs. 633.600,oo) y los funcionarios del sector público, quienes conservarán la estabilidad prevista en la normativa legal que los rige.´

Resultando evidente que existe actualmente un período de inamovilidad laboral aplicable a todos aquellos trabajadores que devenguen un salario inferior a seiscientos treinta y tres mil seiscientos bolívares (Bs. 633.600,oo) y que a juicio de quien suscribe la presente decisión, no existen dudas, basado en todos los elementos analizados, que el trabajador reclamante se encuentra amparado por la inamovilidad laboral decretada por el ejecutivo Nacional, no encontrándose exceptuado de dicho decreto (sic) al devengar un salario inferior al preceptuado en el mismo tenemos que, la consecuencia de configurarse un despido, desmejora o traslada (sic) sin justa causa, que tales hechos o situaciones deban ser tramitadas, dilucidadas y decididas en sede administrativa  por el Inspector del Trabajo de la Jurisdicción correspondiente. ASI SE DECIDE.

(omissis).

Por todos los fundamentos anteriormente expuestos, este TRIBUNAL SEXTODE PRIMERA INSTANCIA DE SUSTANCIACIÓN, MEDIACIÓN Y EJECUCIÓN DEL TRABAJO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DEL ESTADO ZULIA (...), declara: PRIMERO: (...) LA FALTA DE JURISDICCIÓN” 
 

Finalmente, dicho juzgado ordenó remitir el expediente a esta Sala, a los fines de la consulta prevista en el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil.    

II

CONSIDERACIONES PARA DECIDIR
Corresponde a esta Sala pronunciarse sobre la consulta sometida a su conocimiento, y en tal sentido se observa que en la solicitud presentada por el ciudadano Cristóbal Enrique Espinosa Román, se pretende la calificación del despido, así como el reenganche y el correspondiente pago de los salarios caídos.

Asimismo, observa la Sala que el tribunal consultante declaró su falta de jurisdicción para conocer de los autos con fundamento en que para el momento de producirse el despido del accionante, se encontraba vigente el Decreto de Inmovilidad laboral Nº 2.806, dictado por el Presidente de la República en fecha 13 de enero de 2004, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 37.857 del 14 del mismo mes y año. 
Al respecto, observa esta Sala que el artículo 187 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, además de consagrar el procedimiento de calificación previa de despido cuando el patrono pretenda despedir a uno o más trabajadores por ante el Juez de Sustanciación, Mediación y Ejecución de su jurisdicción, regula la facultad que tiene el trabajador despedido de acudir ante el mismo juez, si considera que el despido no estuvo fundamentado en alguna de las causas justificadas, a fin de que el Juez de Juicio le califique el despido y ordene, de ser el caso, el reenganche y el correspondiente pago de los salarios caídos.

De igual forma, la Ley Orgánica Procesal del Trabajo establece en el ordinal 2º del artículo 29, la competencia de los Tribunales del Trabajo para conocer de “... las solicitudes de calificación de despido o reenganche, formuladas con base en la estabilidad laboral consagrada en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela y en la legislación laboral”; sin embargo, debe también precisarse que en la Ley Orgánica del Trabajo, se prevén  otras situaciones en las cuales es exigida la calificación previa del despido a la Inspectoría del Trabajo, en virtud de la inamovilidad que podrían disfrutar en un momento determinado los trabajadores. Así, entre los trabajadores que para ser despedidos necesitan de la calificación previa por el ente administrativo figuran: a) la mujer en estado de gravidez, b) los trabajadores que gocen de fuero sindical, c) los trabajadores que tengan suspendida su relación laboral y d) los que estén discutiendo convenciones colectivas. 

Adicionalmente, requieren de la calificación de despido previa por ante el respectivo órgano administrativo, los supuestos de inamovilidad laboral cuando la misma es decretada por el Ejecutivo Nacional en uso de las potestades que la Constitución y la Ley le confieren.

Ahora bien, en relación con este último supuesto, debe precisarse que en el caso de autos la parte accionante alega que le es aplicable la inamovilidad laboral prevista en el Decreto Presidencial; al respecto, debe esta Sala aclarar que, ciertamente, el ciudadano Cristóbal Enrique Espinosa Román, al momento de producirse su despido, esto es, el 11 de junio de 2004, se encontraba amparado por el Decreto de Inamovilidad Presidencial Nº 2.086 de fecha 13 de enero de 2004, publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 37.857 del 14 del mismo mes y año, ello en virtud de no estar exceptuado de la aplicación del mismo. En efecto, dicho Decreto estableció, en los artículos 1º y 4º, lo siguiente:
“Artículo 1º.- Se prorroga desde el dieciséis (16) de enero del año dos mil cuatro (2004) hasta el treinta (30) de septiembre del año dos mil cuatro (2.004), ambas fechas inclusive, la inamovilidad laboral especial, dictada a favor de los trabajadores del sector privado y del sector público regidos por la Ley Orgánica del Trabajo, contenida en el Decreto 2.509, de fecha once (11) de julio del año dos  mil tres (2003), publicado en la Gaceta Oficial de la República Bolivariana de Venezuela Nº 37.731, del día catorce (14) del mismo mes y año.

Artículo 4.- Quedan exceptuados de la aplicación de la prórroga de la inamovilidad laboral especial prevista en este Decreto, los trabajadores  que ejerzan cargos de dirección, quienes tengan menos de tres (3) meses al servicio de un patrono, quienes desempeñen cargos de confianza, quienes devenguen un salario básico mensual superior a seiscientos treinta y tres mil seiscientos bolívares (Bs. 633.600,00) y los funcionarios del sector público, quienes conservarán la estabilidad prevista en la normativa legal que los rige ”. (Negrillas de la Sala)

De lo expuesto, comparte la Sala lo establecido por el tribunal consultante relativo a la falta de jurisdicción del poder judicial para conocer de los autos, ello por cuanto se observa que el ciudadano Cristóbal Enrique Espinosa Román, quien comenzó a laborar en fecha 11 de noviembre de 1992, hasta el 11 de junio de 2004, momento en el cual fue despedido, devengaba un salario básico mensual de cuatrocientos treinta mil noventa y cinco bolívares con noventa céntimos (Bs. 430.095,90), encontrándose en consecuencia presuntamente amparado por la inamovilidad decretada por el Ejecutivo Nacional mediante Decreto Nº 2.806 de fecha 13 de enero de 2004, razón por lo que, al tratarse el caso de autos de uno de los supuestos en los que es requerida la calificación previa por el órgano administrativo correspondiente, esto es, la Inspectoría del Trabajo del Estado Zulia, deberá ser ésta quien califique el despido objeto de la presente acción. Así se decide.

III

DECISIÓN

Atendiendo a los razonamientos antes señalados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que el PODER JUDICIAL NO TIENE JURISDICCIÓN para conocer y decidir la solicitud de calificación de despido, reenganche y pago de salarios caídos, interpuesta por el ciudadano CRISTÓBAL ENRIQUE ESPINOSA ROMÁN, supra identificado, asistido por el abogado Heberto Brito Echeto, contra la sociedad mercantil C.A. EMPRESA REGIONAL SISTEMA HIDRÁULICO PLANICIE DE MARACAIBO (PLANIMARA).

En consecuencia, se confirma la decisión consultada de fecha 17 de junio de 2004, mediante la cual el tribunal remitente declaró su falta de jurisdicción respecto de la Administración Pública.


Devuélvase el expediente al Juzgado Sexto de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Circuito Judicial Laboral de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia. 

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase copia certificada de la presente decisión a la Inspectoría del Trabajo del Estado Zulia. Cúmplase lo ordenado.


Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los once días del mes de agosto del año dos mil cuatro (2004). Años 194º de la Independencia y 145º de la Federación.

El Presidente-Ponente,
LEVIS IGNACIO ZERPA 

El Vicepresidente,


HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

La Magistrada, 
YOLANDA JAIMES GUERRERO

La Secretaria,

ANAÍS MEJÍA CALZADILLA
EXP. Nº 2004-0724
En doce (12) de agosto del año dos mil cuatro, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 01057.

La Secretaria,
ANAIS MEJÍA CALZADILLA

